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El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:
     Sentencia  –1ª instancia –17 de septiembre de 2018

Proceso:
     Acción de Tutela –  
Radicación Nro. :   
66001-22-13-000-2018-00670-00

66001-22-13-000-2018-00673-00

66001-22-13-000-2018-00674-00

Accionante:                Javier Elías Arias Idárraga 

Accionado:
    Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia 

Magistrado Ponente: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Temas:            DEBIDO PROCESO/ PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA/ IDENTIDAD DE ACCIONES/ PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL/ ARTÍCULO 121 DEL CGP/ IMPROCEDENTE
Al margen de esa situación y de cualquier otro análisis en el que deba adentrarse la Sala y como quiera que el accionante manifestó que anteriormente presentó idénticas solicitudes de tutela (f. 1, 3 y 5), es necesario traer a cuento la orden consagrada en el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 que reza “Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes”. 

Esta norma viene al caso, para el análisis de las acciones de tutela dirigidas contra el trámite de las acciones populares 2015-00298 y 2017-00096, en efecto, entre estos asuntos y los anteriores hay identidad de partes, pues el accionante en ambos casos es Javier Elías Arias Idárraga y el accionado es el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia; también hay identidad de objeto, ya que lo que se pidió en aquella ocasión, aunque con otras palabras, en últimas, es lo mismo que ahora se invoca, es decir que se imprima celeridad a la resolución de las acciones populares; e identidad de causa, porque los hechos guardan estrecha similitud con la presente demanda; solo obsérvese que para cuando se instauraron las presentes acciones de tutela el estado de los procesos era el mismo, nada nuevo había dicho el juzgado en torno a la resolución definitiva de las demandas. A ello se suma que se aducen iguales derechos. 

(…)
Como se ve, cada uno de ellos se cumple en este caso, de hecho, el actor en los escritos introductorios reconoce que en precedencia ha instaurado idénticas solicitudes de amparo, y justifica su actuar, simplemente, en que ha conocido una nueva posición de la Corte Suprema en torno a la aplicación del artículo 121 del CGP y, en que “no ha habido forma jurídica jurídica que la tutelada cumpla art 5, 84 ley 472/98 y continúe aparente/ la renuencia”.
Pero esa justificación, no evita que deban declararse improcedentes los amparos, habida cuenta de que la decisión adoptada con antelación, aún se encuentra sometida al escrutinio de la impugnación presentada y de una eventual revisión ante la Corte Constitucional, sin contar con que la mentada sentencia de la Corte alude al trámite de asuntos civiles, no de las acciones populares.

Todo, en consecuencia, confirma la improcedencia de estas acciones.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, septiembre diecisiete de dos mil dieciocho
Expediente: 66001-22-13-000-2018-00670-00

         66001-22-13-000-2018-00673-00

         66001-22-13-000-2018-00674-00
Acta No. 351 de septiembre 17 de 2018

Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia propuestas por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, a las que fueron vinculados Davivienda S.A., las Alcaldías y Personerías de Valledupar-Cesar, Arauca-Arauca y Bogotá D.C., la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo regionales de Cesar, Cundinamarca y Arauca.  
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, presentó estas acciones de tutela en contra del Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, por la presunta violación de los derechos que cita como “art 13, 29, 83 CN”.
Expuso en todos los escritos que actúa en las acciones populares “2015-298”, “2016-439” y “2017-96” donde el Juzgado accionado “no gusta aplicar art 84 ley 472/98, ART 8, 42, 121 CGP”.
Solicitó, en consecuencia: (i) ordenar al despacho accionado que inmediatamente falle las acciones populares; (ii) iniciar una vigilancia judicial y administrativa contra el juzgado demandando con la remisión de petición a quien corresponda. 
Se ordenó dar trámite acumulado a los amparos con las mencionadas citaciones y se ordenó de la autoridad judicial encartada el envío de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela; así lo hizo. 
Posteriormente se ordenó traer copia de las demandas y de la sentencia proferida en las acciones de tutela que se tramitaron de manera acumulada en esta sede, en las que a la principal, le correspondió el número de radicación 66001-22-13-000-2018-00609-00 (f. 53). 
El asesor Jurídico de la Alcaldía de Valledupar, pidió denegar la acción invocada e indicó que carece de legitimación en la causa por pasiva. 

El asesor jurídico de la Personería de Bogotá DC, solicitó declarar probada, en su favor, la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva.

El representante legal para efectos judiciales de Davivienda SA, hizo un recuento de lo acontecido en los procesos con lo cual concluyó que no existe vulneración alguna de los derechos fundamentales del accionante. 

El Defensor del Pueblo de Cundinamarca, solicitó su desvinculación por carecer de legitimación en la causa por pasiva. 

La directora jurídica de la Secretaría de Gobierno Distrital de Bogotá DC solicitó la desvinculación del ente territorial por carecer de legitimación en la causa por pasiva. 

El asesor jurídico del municipio de Arauca, estimó temerario el actuar del libelista por haber presentado en precedencia otras tutelas por los mismos hechos y pretensiones; solicitó declarar improcedentes los amparos. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares (art. 86 C.N.).

Delanteramente, se advierte que el pasado 10 de agosto, el señor Arias Idárraga, interpuso otras acciones de tutela análogas a las que hoy se resuelven, en las que solicitaba, en últimas, ordenar al juzgado encartado imprimir celeridad en la resolución las mismas acciones populares que hoy cita (f. 57 a 59). 
Esta vez el señor Arias Idárraga, acude a este remedio excepcional, por la inconformidad que le causa, en esencia, la presunta renuencia del Juzgado para proferir sentencia en las mismas acciones populares.
En aquella ocasión unos amparos se despacharon improcedentes ya que eran inexistentes solicitudes del actor tendientes a que se le imprimiera celeridad al trámite y otros porque, existiendo tales solicitudes, no habían sido resueltas por el Juzgado, eventos en los cuales estaba vedada la intervención anticipada del juez constitucional (f. 60 a 64).

Para claridad del asunto obsérvese el siguiente parangón: 
En la acción popular 2015-00298-00 estaba pendiente por resolverse una solicitud del demandante relacionada con la aplicación de los artículos 84 y 37 de la ley 472 de 1998, presentada el 30 de julio de este año; para el momento en que se presentaron estas acciones de tutela, el 3 de septiembre, nada nuevo se había resuelto en torno a esa petición, sin embargo el 6 de septiembre anterior el despacho profirió un auto con el cual fijó fecha para llevar a cabo la audiencia en la que proferirá sentencia.  
En la acción popular 2017-00096-00 eran inexistentes escritos del accionante pidiendo celeridad, en la actualidad tampoco reposa ninguno; adicionalmente el 6 de septiembre anterior el despacho profirió un auto con el cual fijó fecha para llevar a cabo la audiencia en la que proferirá sentencia.  

En la acción popular 2016-00439-00 estaban pendientes por resolverse unas peticiones del actor tendientes a que se le imprimiera celeridad al trámite, con auto del 22 de agosto de este año fueron resueltas negativamente, básicamente porque aún estaba pendiente la culminación de la etapa probatoria
, no obra recurso contra esa decisión; el 4 de septiembre anterior arribó al juzgado el despacho comisorio debidamente diligenciado por el Juzgado Veintisiete Civil del Circuito de Bogotá, relacionado con la inspección judicial del inmueble donde presta los servicios financieros la entidad demandada. 





Al margen de esa situación y de cualquier otro análisis en el que deba adentrarse la Sala y como quiera que el accionante manifestó que anteriormente presentó idénticas solicitudes de tutela (f. 1, 3 y 5), es necesario traer a cuento la orden consagrada en el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 que reza “Cuando, sin motivo expresamente justificado, la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemente todas las solicitudes”. 

  



Esta norma viene al caso, para el análisis de las acciones de tutela dirigidas contra el trámite de las acciones populares 2015-00298 y 2017-00096, en efecto, entre estos asuntos y los anteriores hay identidad de partes, pues el accionante en ambos casos es Javier Elías Arias Idárraga y el accionado es el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia; también hay identidad de objeto, ya que lo que se pidió en aquella ocasión, aunque con otras palabras, en últimas, es lo mismo que ahora se invoca, es decir que se imprima celeridad a la resolución de las acciones populares; e identidad de causa, porque los hechos guardan estrecha similitud con la presente demanda; solo obsérvese que para cuando se instauraron las presentes acciones de tutela el estado de los procesos era el mismo, nada nuevo había dicho el juzgado en torno a la resolución definitiva de las demandas. A ello se suma que se aducen iguales derechos. 
   



Sobre estos supuestos ha dicho la Corte Constitucional
, que:





   


“Bajo este orden de ideas, la Sala debe resaltar que la jurisprudencia ha establecido los requisitos que soportan y condicionan la improcedencia por duplicidad de acciones y, por tanto, ha fijado el conjunto de condiciones a las que se debe remitir el juez en orden a confirmar la existencia de la infracción.  Cada una de ellas recalca la obligación de comprobar la completa identidad entre los elementos de cada solicitud de amparo a partir de cuatro pasos, y –además- de inspeccionar si existe un justificante relevante de dicho actuar. La sentencia de unificación citada, indicó textualmente lo siguiente:

“8.  Para deducir que una misma demanda de tutela se ha interpuesto varias veces, con infracción de la prohibición prevista en el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, es indispensable acreditar: 

“(i) La identidad de partes, es decir, que ambas acciones de tutela se dirijan contra el mismo demandado y, a su vez, sean propuestas por el mismo sujeto en su condición persona de natural, ya sea obrando a nombre propio o a través de apoderado judicial, o por la misma persona jurídica a través de cualquiera de sus representantes legales.
“(ii) La identidad de causa petendi, o lo que es lo mismo, que el ejercicio simultáneo o sucesivo de la acción se fundamente en unos mismos hechos que le sirvan de causa.
“(iii) La identidad de objeto, esto es, que las demandas busquen la satisfacción de una misma pretensión tutelar o el amparo de un mismo derecho fundamental. 

“(iv) Por último, y como se dijo anteriormente, a pesar de concurrir en un caso en concreto los tres (3) primeros elementos que conducirían a rechazar la solicitud de tutela, el juez constitucional tiene la obligación a través del desarrollo de un incidente dentro del mismo proceso tutelar, de excluir la existencia de un argumento válido que permita convalidar la duplicidad en el ejercicio del derecho de acción. Esta ha sido la posición reiterada y uniforme de esta Corporación, a partir de la interpretación del tenor literal de la parte inicial del artículo 38 del Decreto 2591 de 1991, conforme al cual: “Cuando sin motivo expresamente justificado la misma acción de tutela sea presentada por la misma persona o su representante ante varios jueces o tribunales, se rechazarán o decidirán desfavorablemte todas a solicitudes”
.

“Esto ha permitido entender el alcance del “juramento” previsto en el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991, el cual se limita a requerir del tutelante la manifestación de no haber presentado respecto de los mismos hechos, entre las mismas partes y con el mismo objeto otra acción de tutela, pues dicha declaración no puede llegar al extremo de impedir que a partir de nuevos fundamentos de hecho se justifique el ejercicio de la misma acción tutelar.” 
  Como se ve, cada uno de ellos se cumple en este caso, de hecho, el actor en los escritos introductorios reconoce que en precedencia ha instaurado idénticas solicitudes de amparo, y justifica su actuar, simplemente, en que ha conocido una nueva posición de la Corte Suprema en torno a la aplicación del artículo 121 del CGP y, en que “no ha habido forma jurídica jurídica que la tutelada cumpla art 5, 84 ley 472/98 y continúe aparente/ la renuencia”.
Pero esa justificación, no evita que deban declararse improcedentes los amparos, habida cuenta de que la decisión adoptada con antelación, aún se encuentra sometida al escrutinio de la impugnación presentada y de una eventual revisión ante la Corte Constitucional, sin contar con que la mentada sentencia de la Corte alude al trámite de asuntos civiles, no de las acciones populares.

El siguiente extracto jurisprudencial ilumina el caso
.  
La Corte también ha manifestado que el juez de tutela deberá declarar improcedente la acción, cuando encuentre que la situación bajo estudio es idéntica en su contenido mínimo a un asunto que ya ha sido fallado o cuyo fallo está pendiente, y que deberá observar detenidamente la argumentación de las acciones que se cotejan, ya que habrá temeridad cuando mediante estrategias argumentales se busque ocultar la identidad entre ellas. Así, en la Sentencia T-1104 de 2008, precisó esta Corporación:

(...) cuando se interpone una nueva acción de amparo respecto de un caso que guarda identidad con otro anterior, procurando mediante técnicas y estrategias argumentales ocultar la mencionada identidad, es presumible prima facie el uso temerario de la acción de tutela. Esto por cuanto el cambio de estrategia argumental o la relación de hechos que en realidad ni son nuevos ni fueron omitidos en el fallo anterior, conlleva la intención de hacer incurrir en error al juez, y sacar beneficio de ello. Resulta pues inaceptable que con dicho interés se haga uso del mecanismo judicial de la tutela. Por ello si el juez de amparo detecta que el caso jurídico que se le presenta, en su contenido mínimo (pretensión, motivación y partes) guarda identidad con otro pendiente de fallo o ya fallado, debe declarar improcedente la acción. Aunque, no sólo esto, sino además si llegase a determinar que por medio de la interposición de la tutela se persiguen fines fraudulentos, deberá entonces tomar las medidas sancionatorias que para estos casos dispone el ordenamiento jurídico.
Lo que sí se revela con las actuaciones del demandante  es un abuso sistemático del derecho y un uso indiscriminado de la acción de tutela. Al respecto la jurisprudencia explica
:   
5.8 Del anterior recuento jurisprudencial es posible concluir que una persona comete abuso del derecho cuando: (i) obtuvo el derecho de forma legítima, pero lo utiliza para fines contrarios al ordenamiento jurídico; (ii) se aprovecha de la interpretación de las normas o las reglas, con el fin de obtener resultados no previstos por el ordenamiento jurídico; (iii) hace un uso inadecuado e irrazonable del derecho, contrario a su contenido esencial y a sus fines; y (iv) invoca las normas de una forma excesiva y desproporcionada desvirtuando el objetivo jurídico que persiguen
.





Todo, en consecuencia, confirma la improcedencia de estas acciones.
Idéntica improcedencia comparte la acción de tutela que trae al debate el trámite de la acción popular radicada al No. 2016-439-00, esta vez no porque sea idéntica a otra anterior, sino porque carece del requisito de subsidiaridad, ya que si bien en la actualidad se absolvió categóricamente la petición para que el asunto fuera fallado, lo que pone el proceso en un escenario distinto al que previamente fuera analizado,  lo cierto es que frente a ese proveído ningún recurso se presentó, dando al traste con el recurso de reposición (art. 36 ley 472 de 1998), que es el escenario idóneo para controvertir ante el juez natural la situación que se estima anómala y reluciendo, en consecuencia, la causal de improcedencia consagrada en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, por medio del cual se reglamenta la acción de tutela, que dispone que el amparo no puede abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante.”




También son improcedentes las solicitudes para que se dé inicio a una vigilancia judicial y administrativa contra la funcionaria encartada, en consideración que la acción de tutela no está diseñada para ese tipo de menesteres y está en cabeza del accionante la facultad de acudir a la autoridad que estime competente, para que se materialice tal propósito. 





Por otra parte, para resolver la solicitud elevada por el accionante, visible a folio 18, se le remite a las constancias de notificación que reposan en el cartulario, que dan cuenta de la citación a todos los interesados en este asunto, que son todos los intervinientes en las acciones populares de marras, que se adelantan en el Juzgado accionado; por ello y toda vez que se evidencia que han sido citados todos en debida forma, se rechazará la nulidad invocada.  
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTES los amparos impetrados por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia – Risaralda. 





Se absuelve a los demás intervinientes.

Se rechaza la nulidad invocada. 

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
                          DUBERNEY GRISALES HERRERA 




� El citado proveído es visible en la página 234 del archivo correspondiente a la acción popular 2016-00439-00, que se encuentra en el disco compacto visible a folio 49. 


� Así lo expuso en la sentencia T-231-08, en la que transcribió apartes de la sentencia SU-713 de 2006.


�   Subrayado por fuera del texto legal.


� Sentencia T-001/16


� Sentencia T-280-17


�  C-258-13
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 


           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 


Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo


Pereira, abril veinticuatro de dos mil dieciocho

Expedientes 66001-22-13-000-2018-00154-00 


Acta No. 126 de abril 24 de 2018

Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público local y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda. 


ANTECEDENTES


Uner Augusto Becerra Largo, actuando en su propio nombre, presentó sendas acciones de tutela por la presunta violación de sus derechos “art 13, 83, 29 CN, entre otros”. 


Expuso que presentó una acción popular ante el despacho accionado, radicada con el número “2018-81”, donde transcurrieron 3 días sin que se profiriera auto alguno.  

Como consecuencia de ello, solicitó que “Se ORDENE inmediatamente a la Juez q cumpla términos perentorios pa admitir o rechazar la acción” “Se ordene a la tutelada que inmediata/ admita la acción” (sic) y que aporte copia de unos proveídos de la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. 


Con auto del 11 de abril se le dio impulso al trámite con las mencionadas citaciones y se ordenó al juzgado encartado la remisión de las piezas procesales que estimara pertinentes para resolver la acción de tutela. 


El Procurador regional de Risaralda explicó que la función como ente de control, está dirigida a la protección de los derechos e intereses colectivos conforme a su estructura administrativa desconcentrada, por lo que la respectiva Procuraduría regional o provincial estará al tanto de la eventual audiencia de pacto de cumplimiento que se lleve a cabo en el trámite de la acción popular. 

La funcionaria indicó que el día 5 de abril recibió la demanda a la que hace referencia el demandante y mediante providencia del 10 siguiente, la rechazó por incompetencia; adicionalmente, remitió copias de las respectivas actuaciones.

CONSIDERACIONES


La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.


Pese a que las pretensiones son confusas, entiende la Sala que se acude en procura de la protección de los derechos arriba señalados, bajo la premisa de que el juzgado encartado omite proferir auto que resuelva sobre la admisión o inadmisión de la acción popular “2018-81”. 

  
De acuerdo con la información suministrada por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, ya que si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en este casosno hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado se niega a darle trámite a la acción popular señalada, situación que no corresponde a la realidad.


 



En efecto, el despacho judicial informó y demostró que sí le dio impulso a la demanda, lo que ocurre es que la rechazó por falta de competencia (f. 12) y la remitió a la ciudad de Bogotá, donde debe surtirse el trámite siguiente. Además, lo hizo dentro de los tres días hábiles de que se duele el accionante, si bien se radicó la solicitud el 5 de abril pasado y el 10 ya se había proferido el auto respectivo. . 

  



Surge, entonces, que los hechos plasmados en la acción de tutela, de los que se hace derivar la trasgresión alegada, son inexistentes, por lo que se negará la protección invocada.


                       
 
Se absolverá a las demás entidades involucradas, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos señalados.

DECISIÓN


En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Uner Augusto Becerra Largo contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal. 

Se absuelve a las demás entidades involucradas.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


A su regreso, archívese el expediente.


Los Magistrados,


JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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